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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 
 
 
 

JUNIO 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023305  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de junio de 2021 10:31 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 32/2021 (10a.)  
 
RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. AL TRATARSE DE UN MEDIO DE DEFENSA EXTRAORDINARIO, EL PARTICULAR NO 
PUEDE OFRECER NINGÚN MEDIO DE PRUEBA, YA QUE LA DEMOSTRACIÓN FEHACIENTE DE LA 
ILEGALIDAD DEL ACTO RESPECTO DEL CUAL SE SOLICITA, SE HACE EXCLUSIVAMENTE MEDIANTE 
ARGUMENTOS O RAZONAMIENTOS. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar las sentencias de los juicios 
de amparo en los que se reclamó la resolución dictada en la reconsideración prevista en el artículo 
36 del Código Fiscal de la Federación llegaron a conclusiones distintas, pues mientras para un 
tribunal la demostración de la ilegalidad del acto respecto del cual se solicita la reconsideración 
única y exclusivamente puede realizarse mediante argumentos y no así a través del ofrecimiento de 
medios de convicción, los otros tribunales concluyeron que la reconsideración sí permite el 
ofrecimiento y la valoración de medios de prueba, pues es la única manera de demostrar la 
ilegalidad del acto a analizar. 

 
 

TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 25 DE JUNIO AL 9 DE JULIO DE 2021 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que de la 
interpretación teleológica, sistemática y funcional del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, 
deriva que la reconsideración administrativa no admite el ofrecimiento y el desahogo de medios de 
prueba, por lo que la ilegalidad del acto sólo puede demostrarse a través de argumentos o 
razonamientos.  
 
Justificación: El sistema de impugnaciones en materia fiscal se conforma de mecanismos de defensa 
ordinarios y extraordinarios para analizar la legalidad de las actuaciones de la autoridad; la 
coherencia que mantiene tal sistema radica precisamente en que los ordinarios corresponden al 
actuar ordinario o común que deben observar los particulares, mientras que los extraordinarios 
obedecen a casos excepcionales y que se busca no sean lo regular y frecuente, sino que sólo operen 
en ciertos casos. Ahora bien, la finalidad perseguida mediante la reconsideración fue crear un medio 
de defensa extraordinario en el que la autoridad corrija por una sola ocasión un acto claramente 
ilegal, a condición de que ese acto no haya sido impugnado en algún medio de defensa ordinario ni 
esté prescrito. Aceptar que un mecanismo extraordinario como la reconsideración está compuesto 
de elementos idénticos a los ordinarios, como lo es la etapa u oportunidad probatoria a través de 
medios de prueba implicaría aceptar que se trata de un recurso o instancia (como lo son el recurso 
de revocación o el juicio de nulidad), haciendo absurda cualquier distinción entre esos medios de 
defensa. Además, funcionalmente, ello implicaría otorgar al particular –quien ordinariamente pudo 
impugnar el acto mediante el recurso de revocación o el juicio de nulidad– una oportunidad de 
impugnación amplia (al contar con una etapa probatoria que es propia de los recursos o instancias), 
a pesar de que el derecho para ejercitar el mecanismo ordinario de defensa ya precluyó. Por ende, 
cuando el tercer párrafo del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación utiliza la frase "demuestre 
fehacientemente", ello debe entenderse referido únicamente a la posibilidad de que el particular 
formule argumentos o razonamientos encaminados a evidenciar que el acto fiscal se emitió en 
contravención de las disposiciones fiscales que le resultan aplicables, mas no a que pueda ofrecer y 
valorar algún tipo de medio de prueba. Debe resaltarse que en la reconsideración, la demostración 
argumentativa permite plantear cuestiones relacionadas con pruebas; sin embargo, 
invariablemente debe tratarse de material probatorio que consta en el expediente administrativo 
del cual emana el acto fiscal que le depara perjuicio, pues en tal supuesto no se trata del 
ofrecimiento y la valoración de nuevo material probatorio, sino de demostrar la ilegalidad del acto 
a partir de la indebida valoración del previamente ofrecido. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 30/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo y 
Décimo Quinto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, 
en apoyo al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 14 de abril 
de 2021. Cinco votos de Los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Tesis y criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en 
San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 61/2019 (cuaderno auxiliar 380/2019), 
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el cual dio origen a la tesis aislada (II Región)1o.7 A (10a.), de título y subtítulo: "RECONSIDERACIÓN 
ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, TERCER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UNA REVISIÓN DE CARÁCTER EXTRAORDINARIO, NO AUTORIZA UN 
DERECHO PROBATORIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de 
septiembre de 2019 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 70, Tomo III, septiembre de 2019, página 2090, con número de registro digital: 
2020644; y, 
 
El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 133/2016, y el diverso sustentado por el Décimo Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 20/2020. 
 
Tesis de jurisprudencia 32/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de junio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023299  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de junio de 2021 10:31 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 30/2021 (10a.)  
 
PENSIÓN JUBILATORIA. EL MONTO MÁXIMO PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD 
Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO ABROGADA Y EN EL RÉGIMEN DEL 
ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY DEL ISSSTE VIGENTE, DEBE CUANTIFICARSE CON BASE 
EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si el monto máximo de la 
pensión jubilatoria debe cuantificarse con base en el valor que corresponde al salario mínimo, en 
términos de lo previsto en las disposiciones legales y reglamentarias aplicables o bien, si dicho 
monto debe ser cuantificado con base en el valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA). 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decide que el monto 
máximo de la pensión jubilatoria debe cuantificarse con base en el valor de la Unidad de Medida y 
Actualización y no en el salario mínimo. 
 
Justificación: El salario mínimo constituye la remuneración mínima a que tiene derecho todo 
trabajador con motivo de las labores desempeñadas, establecido como un derecho irreductible por 
el artículo 123 de la Constitución Federal. Con el propósito de recuperar el poder adquisitivo del 
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salario mínimo y dar cumplimiento al mandato constitucional relativo a que debe ser suficiente para 
satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, el Constituyente Permanente aprobó la 
reforma constitucional en materia de desindexación del salario mínimo, con la que se implementó 
la creación de la Unidad de Medida y Actualización, expresada en moneda nacional, que sustituyó 
al salario mínimo como índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las 
obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal (ahora 
Ciudad de México), así como en las disposiciones jurídicas que emanen de todas las anteriores, en 
términos de lo previsto en el artículo 26, apartado B, de la Constitución General. Congruente con 
ello, en el artículo 123, apartado A, fracción VI, constitucional se estableció que el salario mínimo 
no puede ser utilizado como índice, unidad, base, medida o referencia para fines ajenos a su 
naturaleza, lo cual implica que el Constituyente Permanente prohibió al legislador ordinario 
continuar empleándolo como referencia para el pago de obligaciones, entre otras, aquellas de 
naturaleza civil, mercantil, fiscal y administrativa, entre las que se encuentran las cuotas y 
aportaciones de seguridad social. De esta manera, si bien la pensión jubilatoria constituye un 
derecho de seguridad social que deriva de la existencia de un vínculo laboral, en términos del 
artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución, al cual los trabajadores del Estado 
tienen derecho una vez que cumplen con los requisitos de edad y años de servicio previstos 
legalmente, el aspecto relativo a su cuantificación, al no referirse a alguno de los requisitos que 
condicionan el otorgamiento del beneficio jubilatorio, corresponde a la materia administrativa y no 
a la laboral, de ahí que el monto máximo de la pensión jubilatoria establecido en los artículos 57 de 
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado abrogada, y 7 
del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores Sujetos al Régimen del 
Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, es una medida o referencia ajena a la naturaleza 
de lo que es el salario mínimo, y por tanto, debe cuantificarse a razón de diez veces el valor de la 
Unidad de Medida y Actualización. Conclusión que es acorde con la intención del Constituyente 
Permanente de impulsar el incremento del salario mínimo con el fin de que cumpla con su función 
constitucional. Ello, porque de considerar que el monto máximo de las pensiones debe calcularse 
con base en el salario mínimo, llevaría a estimar que el monto máximo del salario de cotización 
también debe determinarse con base en el salario mínimo, lo cual se traduciría, en todo caso, en un 
incremento a las cuotas y aportaciones de seguridad social a cargo de las y los trabajadores, así 
como de la parte patronal, lo cual, lejos de favorecer la recuperación del poder adquisitivo del 
salario mínimo, podría constituirse en un obstáculo para lograr su incremento y recuperación. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 200/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo al 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, y Primero en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 17 de febrero de 2021. Cinco votos de Los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores. 
 
Tesis contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 507/2018, el cual dio origen a la tesis aislada I.1o.A.212 A (10a.), de título y subtítulo: 
“PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
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TRABAJADORES DEL ESTADO. LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA) ES INAPLICABLE 
PARA FIJAR SU CUOTA DIARIA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 
de mayo de 2019 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 66, Tomo III, mayo de 2019, página 2709, con número de registro digital: 2019879, y 
 
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo directo 207/2019 (cuaderno auxiliar 325/2020), el cual dio 
origen a la tesis aislada (IV Región)1o.11 A (10a.), de título y subtítulo: “UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN (UMA). ES APLICABLE PARA CALCULAR EL INCREMENTO DE LAS PENSIONES 
JUBILATORIAS OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO, CONFORME A SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2001.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 78, Tomo II, 
septiembre de 2020, página 1003, con número de registro digital: 2022113. 
 
Tesis de jurisprudencia 30/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diecinueve de mayo de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de junio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 

JULIO 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023346  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: 2a./J. 24/2021 (10a.)  
 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO POR TIEMPO DETERMINADO. CORRESPONDE AL 
ESTADO, EN SU CARÁCTER DE EMPLEADOR EQUIPARADO, JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DE SU 
NOMBRAMIENTO (LEGISLACIONES BUROCRÁTICA FEDERAL Y DEL ESTADO DE COLIMA). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron conclusiones diferentes 
en relación con los nombramientos de carácter temporal de trabajadores al servicio del Estado; así, 
mientras uno consideró suficiente para acreditar el carácter eventual de un trabajador el 
nombramiento en el que se establece una relación de trabajo por tiempo determinado, el otro 
consideró que para ello también era necesario que el Estado, en su carácter de empleador, 
justificara la razón que motivó su otorgamiento bajo dicha temporalidad.  
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
Estado, en su carácter de empleador equiparado, está obligado a justificar el otorgamiento de 
nombramientos temporales, los cuales sólo podrán celebrarse cuando así lo exija la naturaleza del 
trabajo, tengan por objeto cubrir a otro trabajador, o bien el cumplimiento de una obra 
determinada.  
 
Justificación: De acuerdo con los artículos 11 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado y 15, fracción II, de la Ley de los Trabajadores al Servicio del Gobierno, Ayuntamientos y 
Organismos Descentralizados del Estado de Colima, en lo no previsto por ellas, será aplicable 
supletoriamente la Ley Federal del Trabajo. En ese sentido, a efecto de determinar los requisitos 
que deben cumplir los nombramientos de los servidores públicos por tiempo determinado, debe 
atenderse a lo establecido en los artículos 35, 36, 37 y 39 de la Ley Federal del Trabajo, de acuerdo 
con los cuales la celebración de una relación de trabajo para obra o por tiempo determinado debe 
estar justificada en el desarrollo de una obra específica, la naturaleza de las funciones a 
desempeñar, o bien cubrir alguna vacante temporal. En consecuencia, de la interpretación 
sistemática de las disposiciones señaladas, se advierte que el otorgamiento de nombramientos por 
tiempo determinado es excepcional, de ahí que el Estado esté obligado a justificar la necesidad de 
su celebración bajo dicha temporalidad, pues sólo así se actualizará la prerrogativa de éste de dar 
por terminada la relación laboral al concluir el término del nombramiento sin responsabilidad para 
las entidades o dependencias, ya que de lo contrario se entenderá que el nombramiento fue por 
tiempo definitivo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 232/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Segundo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 10 de marzo de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 16/2018, la 
cual dio origen a la tesis PC.I.L. J/51 L (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO. CORRESPONDE AL PATRÓN JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRAMIENTO Y SU 
CAUSA MOTIVADORA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 70, Tomo II, septiembre de 2019, página 1682, con número de registro digital: 2020571; 
y, 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 
45/2020. 
 
Tesis de jurisprudencia 24/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del siete de abril de dos mil veintiuno. 
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Esta tesis se publicó el viernes 02 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de julio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023342  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 29/2021 (10a.)  
 
RECUSACIÓN. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA INFUNDADO EL INCIDENTE RELATIVO NO 
PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO, AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN 
AMPARO DIRECTO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron de manera 
discrepante respecto a si procede el juicio de amparo indirecto contra la resolución que declara 
infundado un incidente de recusación o si se trata de una violación procesal reclamable en amparo 
directo. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que en contra 
de la resolución que declara infundado un incidente de recusación no procede el juicio de amparo 
indirecto, al no tratarse de un acto de imposible reparación sino que, al constituir una violación a 
derechos adjetivos, debe reclamarse en la vía de amparo directo al promoverse la demanda contra 
la sentencia definitiva, en términos de lo dispuesto en los artículos 170, fracción I, 171 y 172, 
fracciones X y XII, de la Ley de Amparo. 
 
Justificación: En términos del artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, que establece la 
procedencia del amparo indirecto contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, 
entendiéndose por ellos los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano sea Parte, esta Segunda Sala determina que la resolución que declara infundado 
un incidente de recusación, no se trata de un acto de imposible reparación en contra de la cual 
proceda de manera inmediata el amparo indirecto, pues dicha resolución tiene como único efecto 
que el Juez, Magistrado o miembro de un tribunal, respecto de quien se haya promovido una 
recusación, continúe conociendo del asunto, cuyas consecuencias sólo tienen que ver con la 
afectación a derechos adjetivos o procesales que inciden, en todo caso, en las posiciones que van 
tomando las partes dentro del procedimiento con vista a obtener un fallo favorable, pero que de 
obtenerlo, sus efectos o consecuencias se extinguirán en la realidad de los hechos, sin haber 
originado afectación alguna a los derechos fundamentales de la persona o a su esfera jurídica y, por 
el contrario, si la sentencia le es desfavorable, podrá reclamarla en la vía de amparo directo, en 
términos de lo dispuesto en los artículos 170, fracción I, 171 y 172, fracciones X y XII, de la Ley de 
Amparo, haciendo valer como violación dicha cuestión procesal. 
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SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 208/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Civil del Séptimo Circuito, Noveno en Materia Civil del Primer Circuito y Quinto en Materia 
Penal del Primer Circuito. 28 de abril de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
 
Tesis y criterios contendientes: 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la queja 100/2019, la 
cual dio origen a la tesis aislada I.9o.C.19 K (10a.), de título y subtítulo: "RECUSACIÓN. CONTRA LA 
INTERLOCUTORIA QUE DECLARA INFUNDADO EL INCIDENTE RELATIVO PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de agosto de 2019 a 
las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo 
IV, agosto de 2019, página 4633, con número de registro digital: 2020343, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 498/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 29/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diecinueve de mayo de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de julio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023340  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 23/2021 (10a.)  
 
PRUEBAS DOCUMENTALES EN EL RECURSO DE QUEJA. SON ADMISIBLES LAS QUE SE OFRECEN 
PARA DESESTIMAR LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA MANIFIESTA E INDUDABLE INVOCADA EN EL 
ACUERDO RECURRIDO MEDIANTE EL QUE SE DESECHÓ LA DEMANDA DE AMPARO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si son o no admisibles las 
pruebas documentales ofrecidas por la parte quejosa en su recurso de queja, cuyo objeto es 
desestimar la causa de improcedencia manifiesta e indudable que se invocó en el acuerdo por el 
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que se desechó la demanda de amparo, llegaron a conclusiones distintas, ya que uno estimó que sí 
son admisibles, mientras que el otro consideró que no lo son. 
 
Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que sí 
son admisibles las pruebas documentales ofrecidas en el recurso de queja, cuyo propósito sea 
desestimar la causa de improcedencia manifiesta e indudable hecha valer en la resolución 
impugnada por medio de la cual se desechó la demanda de amparo. 
 
Justificación: Los artículos 97, 99, 100 y 101 de la Ley de Amparo no disponen cuestión alguna sobre 
la posibilidad de aportar pruebas en el recurso de queja, por el contrario, limitan su materia al 
análisis de los motivos de agravio hechos valer, el acuerdo recurrido, el informe elaborado por el 
órgano jurisdiccional de amparo y las constancias del juicio que las partes hayan señalado para su 
envío en copia certificada al órgano colegiado, sin poder abarcar otros aspectos, como pudieran ser 
las pruebas ofrecidas en el propio recurso. Por otro lado, este Alto Tribunal ha sostenido que 
tratándose del recurso de revisión no es posible la admisión de probanza alguna, por lo que si los 
interesados las aportan no deben ser tomadas en consideración por el órgano revisor puesto que, 
de lo contrario, se alterarían los términos de la contienda jurisdiccional, lo que a su vez provocaría 
inseguridad jurídica respecto de la actuación de los órganos judiciales. Sin embargo, también ha 
considerado que el criterio de inadmisibilidad de pruebas en la revisión debe aplicarse de manera 
estricta, considerándosele como una regla general para los casos en que la materia de impugnación 
se circunscribe a cuestionamientos de legalidad que, para resolverlos, necesariamente debe 
atenderse al estado de las cosas al momento en que se pronunció la resolución recurrida, sin 
introducir elemento alguno que pueda alterar la situación juzgada, puesto que resultaría antijurídico 
declarar ilegal una resolución con base en elementos o circunstancias que el órgano revisado no 
pudo tener en consideración al emitirla. Por ello, se estableció que la prohibición de admitir pruebas 
en el recurso de revisión se refiere exclusivamente a las que tienden a demostrar la existencia o 
constitucionalidad de los actos reclamados y que, por su propia condición, deben ser apreciados tal 
como fueron probados ante el órgano de amparo primigenio siendo, en consecuencia, admisibles 
las que tienen como finalidad, por ejemplo, demostrar la actualización de una causa de 
improcedencia o que la demanda de amparo se promovió oportunamente. Si bien lo anterior es 
aplicable al recurso de revisión, válidamente puede regir en el recurso de queja interpuesto contra 
el acuerdo mediante el que se desechó la demanda de amparo indirecto por considerarse 
actualizada una causa de improcedencia manifiesta e indudable, en tanto que en este supuesto la 
finalidad de las pruebas documentales ofrecidas es acreditar que no se suscita la causa de 
improcedencia invocada por el juzgador, y no alteran el tema de fondo del juicio de amparo al no 
estar dirigidas a acreditar la existencia o inconstitucionalidad del acto reclamado. Además, debe 
tomarse en cuenta que en términos del artículo 93, fracción VII, de la Ley de Amparo, el órgano 
jurisdiccional que resuelva el recurso de revisión podrá tener en consideración las pruebas que 
tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de audiencia constitucional, disposición que denota 
la intención del legislador de no dejar a la parte quejosa en estado de indefensión. Luego, si uno de 
los supuestos por los que el juzgador puede sobreseer en el juicio fuera de audiencia constitucional 
es que se actualice una causa de improcedencia manifiesta e indudable, es viable considerar que en 
el recurso de queja interpuesto contra la resolución que desechó la demanda de amparo por 
suscitarse una causa de improcedencia con esas características, también existe esa posibilidad de 
probar con el fin de desvirtuar tal circunstancia, puesto que se trata de situaciones análogas en tanto 
ponen fin al juicio sin pronunciarse sobre el fondo del asunto. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 263/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero del 
Sexto Circuito y Quinto del Tercer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 3 de marzo de 2021. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resolver la queja 
71/2019, la cual dio origen a la tesis aislada VI.3o.A.14 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE 
QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY DE AMPARO. SON 
ADMISIBLES LAS PRUEBAS CUANDO SE IMPUGNE EL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO POR NOTORIA IMPROCEDENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo IV, octubre de 2019, página 3592, con número de 
registro digital: 2020915, y 
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver la queja 268/2020. 
 
Tesis de jurisprudencia 23/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de julio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023335  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 31/2021 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA ESTÁN OBLIGADAS AL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE 
IMPUGNACIÓN TENDENTES A CONTROVERTIR EL FONDO DEL ASUNTO, AUN Y CUANDO EL ACTO 
IMPUGNADO CAREZCA DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DE LA AUTORIDAD (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 51 Y 52 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron respecto a si debían 
estudiarse los conceptos de anulación relativos al fondo del asunto a pesar de que se declare la 
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nulidad del acto impugnado por carecer de firma autógrafa, aun cuando contiene únicamente firma 
facsimilar, ello de conformidad con el principio de mayor beneficio. Al respecto, los órganos 
colegiados contendientes llegaron a conclusiones diferentes, toda vez que mientras uno determinó 
que cuando se declare la nulidad de la resolución por el vicio formal indicado por parte de la 
autoridad emisora, sí se debía privilegiar el estudio de los argumentos de fondo del asunto, bajo el 
principio de mayor beneficio; mientras que el otro Tribunal Colegiado consideró lo contrario, ya que 
estimó que la falta del requisito apuntado generaba la inexistencia del acto, que no lograba 
superarse ni aun a la luz del mencionado principio. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en 
términos del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al resolver 
un juicio contencioso administrativo las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, deben 
y están obligadas a analizar los conceptos de anulación tendentes a controvertir el fondo del asunto, 
en atención al principio de mayor beneficio, aun y cuando se determine que el acto impugnado 
carece de firma autógrafa de la autoridad emisora, no obstante que únicamente contenga firma 
facsimilar. 
 
Justificación: Cuando llegue a advertirse que el acto de autoridad adolece de la falta de firma 
autógrafa por parte de la autoridad administrativa que dicta el acto, aun cuando contiene 
únicamente firma facsimilar, ubicándose en el supuesto que refiere el artículo 51 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, consistente en que la resolución administrativa es 
ilegal por incurrir en la omisión de un requisito formal, que conduce a declarar una nulidad lisa y 
llana mas no inhabilitante, en términos del artículo 52 del aludido ordenamiento jurídico, si existen 
conceptos de anulación tendentes a controvertir el fondo del acto impugnado, las Salas del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa deberán privilegiar el estudio de dichos planteamientos porque, 
de declararse fundados, en ellos el particular sí puede ver colmada la pretensión sustancial y 
principal contenida en la demanda de nulidad, pues ello traerá como consecuencia eliminar en su 
totalidad los efectos del acto impugnado, ya que generaría una nulidad lisa y llana por cuestiones 
de fondo, por lo que no resulta idóneo limitarse al estudio de la violación formal consistente en la 
falta de firma, ello al tenor del principio de mayor beneficio. Sin que lo anterior implique que en el 
supuesto en que no resulte fundado y favorable al actor el análisis de los conceptos de anulación 
vinculados al fondo del asunto, que lleven a una nulidad absoluta o lisa y llana, en ese caso, se deba 
dejar de declarar la nulidad como consecuencia de haber determinado que el acto impugnado 
carece de la firma autógrafa de la autoridad emisora (no obstante que contenga únicamente firma 
facsimilar), debido a que siempre se debe atender al principio de mayor beneficio en favor de la 
parte actora. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 28/2021. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 14 
de abril de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
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El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver los amparos 
directos 612/2018, 661/2018, 82/2019, 735/2018 y 17/2019, los cuales dieron origen a la tesis de 
jurisprudencia I.2o.A. J/3 (10a.), de título y subtítulo: "NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR CARECER DE LA FIRMA AUTÓGRAFA 
DE LA AUTORIDAD EMISORA. AL IMPLICAR LA INEXISTENCIA JURÍDICA, IMPIDE EL ANÁLISIS DE LOS 
DEMÁS ARGUMENTOS HECHOS VALER POR EL ACTOR.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 2 de agosto de 2019 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, agosto 2019, página 4250, con número de 
registro digital: 2020337; y, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo 
directo 192/2020. 
 
Tesis de jurisprudencia 31/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diecinueve de mayo de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de julio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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